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JEFATURA DEL ESTADO

28177 REAL -DECRETO' 2282/1984, de 2B de noviembre. por
., que ,e ~uelve la cwestwn de competenciA BW'­
gida entre la MagiBtratwa de Trabajo número 2
de Santander)' la Delegación de Haciellda de la
""""". ciudact.

Examinado el expediente relativo a la cuestión de" óompe- .
tanda surgida entre 1& Magistratura de Trabajo número 2 de
Santander y la ~legac16n de Hacienda de la misma ciudad,
COn motivo de procedimiento incoado a la Empresa .Talleres A.
Varea. S. A .•: y

Resultando que la Recaudación de Tributos del Estado de- la
Zona segunda de Santander procedió a ,realizar dos embargos.
a la Empresa ..Talleres A. Varea. S. A._, en el Registro de Hi­
POteca Mobiliaria y Prendas sin Desplazamiento. verificándose
las cOITespondiente anotaciones el. 11 de marzo de 1983 y el 18
de abril del mismo afto;

Resultando que. por su p«.Tte, la Magistratura de Trabajo
número 2 de Santander decretó el embargo de los bienes de la
mencionada Sociedad en fecha indeterminada, que parece an·
tenor al 17 de noviembre de 1982, sin practicar la notación de
los mismos en el citado Registro;

Resultando que tll 22 de abril de 1Q83 1& Magistratura de
Trabajo número 2 de Santander anunció la venta en pública
subasta de los indicados bienes, a fin de hacer efectivos cré­
ditos salariales contra la Empresa .Talleres A. Varea. S. A .•;

Resultando qu~ el Delegado de Hacienda, después de solicitar
el correspondiente infonne de la Abogacía del Estado, que fue
emitido el rr de mayo de ]983, y reproduciendo su propuesta.
requirió de inhibición al Magistrado de Trabajo recabando su
oompet.encia para la ejecución de los bienes trabados, deman­
dando. en oonsecuencia, suspensión Eie la subasta;

Resultando que el 23 de Junio de ·1983 se dio vista del escrito
de requerimiento del Delegado de Hacienda _ las partes. por
término de seis días, y que. según diligencia de 9 de Julio de
1983. se hace constar que las partes no han hecho manifesta-­
ci6n alguna, suspendiéndose la subasta:

Resulta.ndo que el 16 de Julio de 1983 'el Magistrado de Tra­
baJo dictó auto, después de haber oído el parecer del Minis­
terio Fiscal; rechazando el ~querimiento de inhibición, porque,
aun reconociendo que la ejecución de los bienes embargados
corresponde a la autoridad que primero anotó el embargo en
el Registro público OOT'l'eSpondiente. entiende que, de oonfor~

midad cxm los articulos 18 y 19 de la Ley de Conflictos Ju,ris­
diceionaJes d~ 17 de Julio de 1948, al requerimiento no se acom­
paftó, en. original o por copia. el dictamen del Abogado del
Estado;.

Resultando que, según las actuaciones administrativas que
obran en el expediente. el Abogado del Estado-Jefe de la De­
legac1ón de Hacienda de Santander. el 11 de enero de 1964
manifestó desconocer si se había acompaftado o no al reque­
rimiento determinante de la presente cuestión de competencia, .
original o copia, del informe <le la Abogacia de 27 de mayo
de 1983;,

Resultando que, -a la vista de todo ello, se tuvo por plantea­
da la cuestión de oompetencia y enviadas las actuaciones a la
Presidencia del Gobierno.

VlSTOS

Ley General Pre6upuestaria de .. de enero de 1977:

Articulo 31. Para la' oobni.nza. de los tributos y de las can­
tidades que oomo ingresos de derecho público deba percibir, la
Hacienda Pública obtendrá las preITOgativas establecidas le­
galmente y &etuará, 9nsu caso, conforme a los procedimientos
administn:tivas correspondientes.

Artículo 33. Las certificaciones acreditativas del descubierto
ante ·la Ha.cienda Pública de las deudas correspondientes a los
derechos referidos en el artículo 31 de esta !Ay. expedidas por
funcionarios competentes según los Reglamentos, tendrán la
fuerza y eficacia que establOOi!' el artículo 129 de la Ley Ge­
neral Tributaria.

Ley General Tributaria de 28: de diciembre de '1963:

Artfe;ulo'l29. Las certificaciones de descubierto acreditativas
de deudas tribute.rias. expedidas por funcionarios competentes
según loa Reglamentos, eerán titulo .uficiente para. iniciar la­
via de apremio y tendrAn la misma fuerza eJ~t1v& que la
sentencia fudiciaJ Pt'ra proceder oontM los bienes. y derechos

de 'los deudores.

Ley de Conflictos Jurisdiccionales de 17 le julio de 1948·:

..Artículo 7.° Podrán promover cuestiones de competencia a
los Tribunales ordinarios y especiales:

1.. Los Gobernadores civiles. como representantes de la Ad­
ministración Pública, en general, dentro de su respectiva pro­
vincia.

2.° Los Capitanes Generales del Ejército de Tierra. Director
.general de la Guardia Civil, Jefes militares con mando autó­
nomo, Almirante Secretar10 general del Ministerio de Marina,
Capitanes y Comandantes Generales' de Departamentos Maríti­
mos y BaS8s Navales Comandante General de 1& Escuadra y
Jefes de Regiones y ZOnas Aéreas, en su concepto de autori­
dades administrativas, como representantes de los diversos ra­
mos de la Administración del Ejército, Marina y Aire.

3.· Los Delegados de Hacienda de las provincias en las ma­
terias referentes a dichos rall)os.

, ArUculo 16. Tanto las autoridades administrativas como
las judiciales que entiendan que otra distinta jurisdicción está
conociendo de un negocio que a ellas compete, antes de dirigir
el correspondiente requerimiento de inhibición, habrá de so­
licitar por escrito el conveniente asesoramiento Jurídico.

En su consecuencia, los Tribunales ordinarios y especiales
reclamarán dictamen del Ministerio Fiscal respectivo, y si en
estos últimos no existiera, el -de la Audiencia Provincial, si se
trata de Tribunales Provinciales o Regionales, y del Fiscal del
Tribunal Supremo, si· son nacionales; los Gobernadores civiles
y Delegados de Hacienda-( del Abogado del Estado, y las au­
toridades del Ejército, Manna y Aire, de sus Auditores y ase­
sores.

Artículo 17. Los requerimientos de inhibición se dirigirán
a los Jueces, Tribunales o autoridades administrativas que es­
tén conociendo del asunto, y sólo cuando unos y otras procedan
de la delegación podrán dirigirse a4 delegantc.-

Articulo 19. Los requerimientos de- inhibición que las au­
toridades administrativas o Judiciales dirijan a las de distinto·
orden se harán en afielo separado para cada uno de los dis­
tintOs asuntos de que el requerido se halle conociendo, mani­
festando indispensablemente en párrafos numerados las cues­
tiones de hechos y las razones de derecho, y citado literalmente
los textos integros de los artículos y preoept06 legales que- sean
de aplicación al caso 7 aquellos en que se apoyen para re.clamar
el conocimiento del negocio, sin que baste la cita de la pre­
&ente Ley para estimar cumplido tal requisito.

A los requerimientos se acompaftará originales o copias au­
torizadas el dictamen del Ministerio Fiscal, Abogado del ,Esta­
do o Auditor, según los casos, a que se refiere el articulo 16,

Artículo 20. Ei Tribunal o Juzgado requerido de inhibición.
luego que reciba el ofielo inhibitorio. suspenderá todo procedi­
miento en el asunto a- que se refiera mientras no determine
la contienda, siendo nulo cuando después sé actuare.

Artículo 30. Cuando el requerido se declare competente por
resolución firme oficiará inmediatamente & la autoridad o Tri­
bunal requirente, comuniclffidolo l'Sí sin necesidad d.e más re­
quisitos y anunciando que por el primer correo remIte las ac­
tuaciones a la Presidencia del Gobierno.

Artículo 31. Recibido por el requirente el oficio a que se
refiere el articulo anterior, acusará inmediatamente recibido y
en el mismo dia procede-rá a remitir las actuaciones a la Pre­
sidencia del Gobierno.

Ambas autoridades &1 hacer· la remesa, lo harán constar
por medio de diligencia en el expediente y se archivará certifi­
ca.ción di:ll envío extendida por el Secretario o actuario.

Artículo 32. La Presidencia del Gobierno acusará a los con­
tendientes recibo del expediente y de los autos que la hayan
remitido; dentro de los ocho días siguienWs al de la recepcíón
de las actuaciones que últimamente lleguen a su poder las pa­
sará al Consejo de Estado.

Artículo 33. El Consejo de Estado propondrá la decisión
motivada quop estime procedente en el plazo máximo de dos me­
ses. contados desde el dla aiguienW al del recibo de todas las
actuaciones.

, Dicho Cuerpo consultivo, al emitir informe, ap~ci~rá la im­
portancia de las infracciones y defectos de procedImIento que.
en su caso, observen en la sustanciación del oonflicto, formu·
lando la acordada que juzgue procedente, sin perjuicio del de­
recho d~ los interesados & deducir las reclamaciones pertinentes
para que exijan las ~sponsabilidadesen que las autoridades o
funcionarios hayan podido incurrir. . .

Asimismo, apreclan\ el Consejo los casos de manifiesta impru­
dencia al plantear el conflicto o sostener 1& Jurisdicción.

Artículo 37. Ultimado el trámite. con o sin intervención d",l
Consejo de Ministros, _ adoptará decisión por el Jefe del Es·
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Considerando que de todo ello " desprende la necesidad. de
entrar en el fondo de la cuestión suscitada y que. según
dispone el articulo 33 de la Ley General Presupuestaria de 4. de
enero de 1977 y el artículo l2a de la Ley General Tributarla
de 28 de diciembre de 1963, 1u certificaciones de descubierto
acreditativas de deudas tributarias expedidas por funcionarios
competentes. según los Reglamentos. serán titulo suficiente para
inicial' la vfa de apremio y tendrán la misma fuerza ejecutiva
que 1& sentencia judicial para proceder contra los bienes y de­
rechos de los deudores;

Considerando que. en casca como el presente. en que en
realidad no hay incompetencia en ninguno de los contendientes.
sino simplement§ la neoesidad de que uno de loa dos embargos
sobre el mismo objeto sello atendido antes que el otro. los I)e..
cretas resolut/:>I'ios de competencia vienen siguiendo una norma
práctica. ya generalm&nte conocida y admitida, que atribuyen
esa preferencia de actuación a la autoridad qUe primero re&­
lizó su embargo, sin que esto suponga entrar para nada en la
prelación de los respectivos créditos. que habrá de stlr tenida
en cuenta en el procedimiento que se actúe y no obsta a· la
atención posterior, si hubi~ labrante, al otro embargo;

Considerando que en el caso presente ese criterio temporal
es favonwle al embargo llevado a cabo pór la Recaudación de
Hacienda mediante las anotac1ones de embargo practicadas el 11
de marzo de 1983 y el 18 de abril del mismo año, ya que el
embtu"go decretado por la Magistratura de Trabajo. auhque
pueda ser de fecha anterior, no ha llegado a inscribirse en el
Registro de Hipoteca Mobiliaria y Prenda sin Desplazamiento.
resulta patente que es al Delegado de Hacienda. de Santander
al que corresponde proseguir la ejecución de los bienes embar.
gad08.

En su virtud, de acuerdo con lo consultado por la ComisIón
Permanente del Consejo de Estado y previa deliberacIón del
Consejo de Ministros de 28 de noviembre de 19M, >

Vengo .. decidir la presente cuestión de competencia en favor
• lo'mantenido pOr el Delegado de Hacienda de la provincia
de Santander y. en consecuencia. declararle competente para
conooer de la ejecución de 108 bienes a que este Real Decreto
se refiere.

Dado en Madrid a 28 de· noviembre de 1984.

tado. Esta decisión será irrevocable; se extenderá motivada y
3n forma de Real Decreto. y para su cimplimiento se comu­
nicara a los contendientes y se publicará en el _Boletín Ofi­
cial del Estddoa-.

Considerando q~. en primer término, 61 necesario examinar
si se han cumplido las prescripciones legales en el planteamien­
to del presente conflicto jurisdiccional;

Considerando que la tramitación se ha ajustado a la Ley de
Conflictos Jurisdiccionales de 11 de ju110 de 1948, en cuanto ha
sido promovida por la autoridad competente, conforme al ar­
ticulo 7, 3, de la Ley; el requerimiento de inhibición ha estado
bien d~rigido a tenor del articulo 17, y se han cumplido los
requisitos de asesoramiento .legal de conformidad. con el ar­
ticulo 16;

Considerando que, como quiera qUe el fundamento para re­
chazar el requerimiento por parte del Magistrado de Trabajo
se encuentra. en la al~gación de que no se ha acompadado en
original o copia el informe del Abogado del Estado. según re­
quiere el articulo 19, }Ján'afo segundo. de la Ley de 17 de julio
de 1948, es necesario examinar esta cuestión;

Considerando qUl;J si bien es c1erte que la doctrlna sentada
en la resolución de numerosas cuestiones de competencia es
que .las normas d~ la Ley de 17 de julio de 1948 tienen un mar­
cado carácter formal que ha de ser observado estrictamente.
porque son garanUa de la pureza del procedimiento y del acler.
to de la decisión~. {expediente número .(3,635 del Consejo de
Estado}. no lo es menos que esta doctrina hace refeJ;enc1a a la
omisión total del asesoramiento de las· aütoridades contendien-_
tes establecido en el articulo 18 de la Ley. y que en el presente
caso no es que se haya omítido trámite tan fundamental sino
que el mismo se ha cumplido esencialmente. tanto pOr'parte
del requirente como por Parte- d~l requerido; .

Considerando qU&. como el requerimiento reproduoe sustan­
cialmente el informe del Abogado del Estado de Z1 de mayo
de 1983. no cabe sostener, sin desorbitar el formalismo propio
de ls. Ley de 17 de Julio. de 1MB. qUe la autoridad l'equerida ha
c~.Cldo de los elementos de juicio que tal Informe podia BU­
mml~t:arle, máxime cuando. si se declarase mal formada esta
cueshon de competencia y se retrotrajese su tramitación al en­
vío rol requerimiento acompailando en orlginal o copia el in­
~orme de~ Ase.sor, no supondrla otra cosa que una dilación
lOnecesana para resolver el asunto que se debate: El Presidente del Gobierno.

FELIPE GONZALEZ MARQUEZ

JUAN CARLOS R.

28178

28181

28180MINISTERIO DE JUSTICIA

ORDEN de 28 de noviembre de 1984 iJor la Que
se manda expedir sin per;uicio de tercero de meior
derecho. Real Carta de Sucesión en el titulo· a.
Conde ,de Belchite. el favor de don Pedro Caro
y Carva;Cl.

De acuerdo con Jo prevenido en el Real Decreto de Z1 de
~yo de 1912 y de conformidad con los. informes emitidos por la
Diputación de la Grandeza de Espada. Subsecretaria de este
Departamento y Comisión Permanente del Consejo de Estado
est~ MiII;istario, en nombre de S. M. el Rey (q,D.g.) ,ha tenJdó
a ble,n dIsponer Que, previo pago del Impuesto Especial corres­
I?0!l~lente y demás derechos establecidos, se exPida. sin per_
JU1C~O de tercero de mejor derecho. Real Carta de Sucesión en
el tItulo de Conde de Belchite 8. favor de don Pedro Caro y
Carvajal.. por fallecimiento de don Tristán de Silva y C&stellvf.

Madrld, 28 de noviembre de 1984.

LEDESMA BARTRET

MINISTERIO DE DEFENSA

REAL DECRETO 228411984. de 2lJ de diciembre, por
el que .e concede 14 Gran Cruz. la Orden del
Mérito Militar. con distintivo blanco, al Teni.ent.
General del E/érctto don Luís Sdez Larumb•.

En atención a los méritos yoirounstancias que concurren
en el uoelentisimo sedor Teniente General del Ejército don
Luis Sáez Larumbe. _

VEmgo en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito
Militar, con distintivo blanco,

Dado en Madrid 8. 20 de diciembre de 19M.

JUAN CARLOS R.

El Ministro de Defensa,
N ARCISQ SERRA SERRA

REAL DECRETO 22JJ5I1fJ8;f. de 20 de dlctembre, ·por ­
el que 88 concede la Gran Cruz de la Orden MI
Mérito MiUtar, con distintivo blanco. al Teniente
General del Ejército don Juan Vicente Izquierdo,

En aten~ión a los méritos y circunstancias que concurren
en '1 excelentisimo señor Teniente General del Ejército don
Juan Vicente Izquierdo.

Vengo en concederle la Gran Cruz de la Orden del Mérito
Militar. con distintivo blanco.

Dado en Madrid a 20 de diciembre de 1984.

28179 REAL DECRETO 228311984. de 20 de diciembre. por
el que !le eoncedB lo. Oron Cruz de la Orden. del
Mérito Militar. con dtstintivo blanco, al Almironte
don Miguel Morgado Aguirre.

En atención a los mérito. y circunstancias que concurren
en ~l excelentfsimo seilor Almirante don Miguel Margado
AguJn'e, .

Vengo en concederle la Gran cruz de la Orden del Mérito
Militar. con distintivo blanco.' . .

Dado en Madrid a 20 de diciembre de 198t.

El Ministro de Defensa,
:-.iARCISQ SERRA SERRA

JUAN CARLOS R.

JUAN CARLOS R.
El MlnistrD de Defensa,

NARcrw SERRA SERRA

28182 REAL DECRETO 228811984. de 2LJ de dIciembre. por
el que .. ooncea.. Jo. Gran Cruz d4 lo Orden del
Mérito Militar, con dt8nntivo b/.a.nco. al Mtnt8tro

. Togado CÜJ le Armada don Jos4 Luis '"' Aze4rroga
)' BU8~,

En atenciÓD a loa méritos y oirounstancias que concurren
en el excelentfstmo sedar Ministro Togado de la Armada don
José Luis de Azcárraga y Bust&mante.


